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Pachuca de Soto, Hidalgo, a los 20 veinte días del mes 

de marzo del año 2013 dos mil trece. 

 

V I S T O S, para resolver los autos del Juicio para la 

Protección de los Derechos Político-Electorales del 

Ciudadano TEH-JDC-003/2013, interpuesto por JORGE 

GARCÍA MONTES DE OCA, por su propio derecho y en su 

calidad de Regidor, para impugnar la omisión del Presidente 

Municipal de Mineral de la Reforma, Estado de Hidalgo para 

proporcionar diversa información solicitada por el actor así 

como la indebida integración de la Comisión de Hacienda 

Municipal del Ayuntamiento de Mineral de la Reforma, 

Hidalgo, y; 

R E S U L T A N D O: 

 
1.- El 09 de enero del 2012 dos mil doce, el Consejo 

General del Instituto Estatal Electoral de Hidalgo otorgó 

constancia de Sexto Regidor Propietario de Representación 

Proporcional, por la Coalición Hidalgo Nos Une, al ciudadano 

Jorge García Montes de Oca; en el Municipio de Mineral de la 

Reforma.  

 

JUICIO PARA LA PROTECCIÓN  
DE LOS DERECHOS POLÍTICO-

ELECTORALES DEL CIUDADANO 

 
EXPEDIENTE: TEH-JDC-003/2013. 

 
ACTOR: JORGE GARCÍA 

MONTES DE OCA 
 

AUTORIDAD 
RESPONSABLE: 

PRESIDENTE DEL 
AYUNTAMIENTO 

CONSTITUCIONAL 
DEL MUNICIPIO DE 

MINERAL DE LA 
REFORMA, 
HIDALGO 

 
MAGISTRADO 

PONENTE: 

 
FABIÁN  

HERNÁNDEZ 
GARCÍA. 
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2.- El 07 de noviembre del 2012, la fracción del Partido 

Acción Nacional, conformada por los ciudadanos Jorge 

García Montes de Oca, Virginia Ma. Del Carmen Amador 

Soto, Leonarda de la Cruz Sánchez, Hugo Gómez Meneses y 

Patricia Baños Cerón, quienes a través de un oficio, hacen del 

conocimiento al  Ingeniero Filiberto Hernández Monzalvo en 

su carácter de Presidente Municipal Constitucional de 

Mineral de la Reforma, Hidalgo y con atención al ciudadano 

Alberto Monzalvo Vargas en su carácter de Sindico 

hacendario y presidente de la Comisión  de Hacienda 

Municipal, que por decisión de esa fracción , se designa al C. 

Hugo Gómez  Meneses, por ministerio de ley y sin votación de 

cabildo, para que este se integre a la Comisión de Hacienda 

Municipal, a partir de la fecha de recepción del oficio 

mencionado. 

 

3.- El 09 de noviembre de 2012, mediante oficio 

PMMR/698/2012, el ciudadano Filiberto Hernández 

Monzalvo en su carácter de Presidente Municipal 

Constitucional de Mineral de la Reforma, Hidalgo, dio 

contestación al oficio supra citado, en el que señala que del 

contenido de las disposiciones establecidas en la Ley 

Orgánica Municipal no se verifica que los regidores de una 

fracción, por consenso propio y sin observar las disposiciones 

legales, estén facultados, para designar la integración o en su 

caso modificación de los integrantes de las comisiones, 

asimismo declara que es incompetente para conocer su 

petición por lo cual  les invita a realizarla ante la autoridad 

competente. 

 

4.- El  13 trece de febrero del año 2013 dos mil trece el 

ciudadano Jorge García Montes de Oca en su calidad de 

regidor solicitó mediante 7 siete oficios de misma fecha, 

diversa información al ciudadano.  
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5.- El 08 ocho de marzo del 2013 dos mil trece, el 

ciudadano  Jorge García Montes de Oca, por su propio 

derecho,  presentó ante la presidencia municipal de Mineral 

de la Reforma, Hidalgo, escrito mediante el cual interpuso 

Juicio para la Protección de los Derechos Político Electorales 

del Ciudadano con la intención de impugnar la omisión de 

proporcionar la información supra indicada así como la 

integración de la Comisión de Hacienda Municipal del citado 

municipio. 

 

En misma fecha, el ciudadano Jorge García Montes de 

Oca, presentó ante este Órgano Jurisdiccional, escrito 

mediante el cual informa que, interpuso el Juicio Ciudadano 

supra citado, lo cual demuestra con el acuse de recibo de la 

demanda presentada ante la autoridad responsable, 

asimismo solicita se requiera a la autoridad responsable para 

que a la brevedad actúe en términos de los artículos 20 y 21 

de la Ley Estatal de Medios de Impugnación en Materia 

Electoral.    

   

6.- El día 11 once de marzo del año en curso, se 

recepcionó Juicio para la Protección de los Derechos Político 

Electorales del Ciudadano, en la Oficialía de Partes de este 

Órgano Jurisdiccional. 

 

7.- En fecha 12 de marzo de 2013, mediante oficio 

TEEH-P-551/2013, se turnó el presente asunto a la ponencia 

del Magistrado Fabián Hernández García para los efectos de 

proveer lo conducente y en su caso formular el  proyecto de 

resolución correspondiente. 

 
8.- El día 19 de marzo de 2013, el Magistrado del 

conocimiento, dictó auto admisorio, ordenando registrar el 

presente juicio, admitirlo a trámite, tener por ofrecidas, 

admitidas y desahogadas las pruebas que por su naturaleza 
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así lo permitieron, mismo que fue notificado el día de su 

emisión, por lo que se ordenó su listado poniéndolo en estado 

de resolución, misma que hoy se dicta con base en los 

siguientes: 

C O N S I D E R A N D O S: 

 

I.- JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA. El Tribunal 

Electoral del Poder Judicial del Estado de Hidalgo es 

competente para conocer y resolver el presente asunto, con 

fundamento en lo dispuesto por los artículos 41 fracción VI y 

116 fracción IV, inciso l), de la Constitución Política Federal; 

9, segundo párrafo, 24, fracción IV y 99 apartado C, fracción 

III, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Hidalgo; 101, fracción I, 104 fracción V, 106 fracción X, y 109 

fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado 

de Hidalgo. 

 

II.- LEGITIMACIÓN. Tal requisito se cumple, ya que 

el presente juicio es promovido por el ciudadano Jorge 

García Montes de Oca, por propio derecho y en su calidad de 

Regidor del Ayuntamiento de Mineral de la Reforma, 

Hidalgo. 

 

En efecto la legitimación del ciudadano o ciudadanos 

surge exclusivamente para impugnar actos o resoluciones 

donde pueda producirse una afectación individualizada, 

cierta, directa e inmediata a sus derechos político-electorales, 

de conformidad con el artículo 24, fracción IV de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Hidalgo. 

 

Al respecto, la Sala Superior ha sostenido 

reiteradamente el criterio conforme al cual los requisitos para 

la procedencia del juicio para la protección de los derechos 

político-electorales del ciudadano son los siguientes: a) que el 
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promovente sea un ciudadano mexicano; b) que este 

ciudadano promueva por sí mismo y en forma individual, o 

través de su representante y, c) que haga valer presuntas 

violaciones a cualquiera de los siguientes derechos políticos: 

de votar y ser votado en las elecciones populares, de asociarse 

individual y libremente para tomar parte en forma pacífica en 

los asuntos políticos y de afiliarse libre e individualmente a 

los partidos políticos. 

 

Este criterio se encuentra recogido en la jurisprudencia 

número 002/2000, publicada  en la Revista Justicia 

Electoral, del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, Suplemento 4, Año 2001, páginas 17 y 18, cuyo 

rubro y texto es el siguiente:  

 

“JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS 
DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES DEL 
CIUDADANO. REQUISITOS PARA SU 
PROCEDENCIA.- Los requisitos para la procedencia del 
juicio para la protección de los derechos político-electorales 
del ciudadano están previstos en el artículo 79 (y no en el 
80) de la Ley General del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electoral, pues del contenido del 
primero se obtiene que para la procedencia, se requiere la 
concurrencia de los elementos siguientes: a) que el 
promovente sea un ciudadano mexicano; b) que este 
ciudadano promueva por sí mismo y en forma individual; y 
c) que haga valer presuntas violaciones a cualquiera de los 
siguientes derechos políticos: de votar y ser votado en las 
elecciones populares, de asociarse individual y libremente 
para tomar parte en forma pacífica en los asuntos políticos 
y de afiliarse libre e individualmente a los partidos 
políticos. Los primeros dos elementos no requieren mayor 
explicación. Respecto al último cabe destacar que, de 
conformidad con el texto del precepto en comento, para 
tenerlo por satisfecho, es suficiente con que en la demanda 
se aduzca que con el acto o resolución combatido se 
cometieron violaciones a alguno o varios de los derechos 
políticos mencionados, en perjuicio del promovente, 
independientemente de que en el fallo que se llegue a emitir 
se puedan estimar fundadas o infundadas tales 
alegaciones; es decir, el elemento en comento es de carácter 
formal, y tiene como objeto determinar la procedencia 
procesal del juicio, en atención a que la única materia de 
que se puede ocupar el juzgador en él consiste en dilucidar 
si los actos combatidos conculcan o no los derechos políticos 
mencionados, y si el promovente no estimara que se 
infringen ese tipo de prerrogativas, la demanda carecería 
de objeto en esta vía. En tanto que de la interpretación 
gramatical del vocablo “cuando”, contenido en el apartado 
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1 del artículo 80 de la Ley General del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electoral, se aprecia que está 
empleado como adverbio de tiempo y con el significado de 
“en el tiempo, en el punto, en la ocasión en que”, pues en 
todos los incisos que siguen a esta expresión se hace 
referencia, a que el juicio queda en condiciones de ser 
promovido, al momento o tiempo en que hayan ocurrido los 
hechos que se precisan en cada hipótesis, como son la no 
obtención oportuna del documento exigido por la ley 
electoral para ejercer el voto, después de haber cumplido 
con los requisitos y trámites correspondientes; el hecho de 
no aparecer incluido en la lista nominal de electores de la 
sección correspondiente a su domicilio, luego de haber 
obtenido oportunamente el documento a que se refiere el 
inciso anterior; una vez que se considere indebidamente 
excluido de la lista nominal de electores de la sección 
correspondiente a su domicilio; al momento en que estime 
que se violó su derecho político-electoral de ser votado, con 
la negación de su registro como candidato a un cargo de 
elección popular, propuesto por un partido político; al 
conocer la negativa de registro como partido político o 
agrupación política, de la asociación a la que se hubiera 
integrado el ciudadano para tomar parte en forma pacífica 
en asuntos políticos, conforme a las leyes aplicables, si 
consideran indebida tal negación; y al tiempo en que, al 
conocer un acto o resolución de la autoridad, el ciudadano 
piensa que es violatorio de cualquiera otro de los derechos 
político-electorales no comprendidos en los incisos 
precedentes, pero sí en el artículo anterior. 
Consecuentemente, para considerar procedente este juicio 
es suficiente que la demanda satisfaga los requisitos del 
artículo 79 citado, aunque no encuadre en ninguno de los 
supuestos específicos contemplados en el artículo 80” 
 
Tercera Época 
Recurso de apelación. SUP-RAP-015/99. Ismael Enrique Yáñez Centeno 
Cabrera. 10 de agosto de 1999. Unanimidad de votos.  
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-152/99. Hermino 
Quiñónez Osorio y Ángel García Ricárdez, quienes se ostentan como 
representantes de la Asamblea Comunitaria del Municipio de Asunción 
Tlacolulita, Distrito Judicial de San Carlos Yautepec, Oaxaca. 11 de 
noviembre de 1999. Unanimidad de votos.  
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del 
ciudadano. SUP-JDC-036/99. Héctor Hernández Cortinas y Juan 
Cardiel de Santiago. 17 de diciembre de 1999. Unanimidad de votos.  
La Sala Superior en sesión celebrada el doce de mayo de dos mil, 
aprobó por mayoría de seis votos la jurisprudencia que antecede y la 
declaró formalmente obligatoria. Justicia Electoral. Revista del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Suplemento 4, 
Año 2001, páginas 17 y 18.” 

 

En el caso específico, respecto al primer elemento, éste 

se cumple, ya que debe decirse que la autoridad responsable 

no niega la calidad de ciudadano de Jorge García Montes de 

Oca, ya que la misma se presume como una situación 

ordinaria y, en el caso, el ciudadano presenta copia 

fotostática simple de su credencial para votar, número 

0739005032722, motivo por el cual se acredita que cuenta 
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con la calidad de ciudadano mexicano, por lo que se cumple 

tal situación.  

 

Por lo que hace al segundo de los requisitos, también se 

surte, pues la demanda del juicio para la protección de los 

derechos político-electorales del ciudadano identificado con 

la clave TEH-JDC-003/2013 fue promovida por Jorge García 

Montes de Oca, por su propio derecho y en forma individual, 

tal y como se advierte tanto en la primera hoja de escrito de 

demanda, donde así lo manifiesta, y en la última hoja en la 

cual consta la firma de puño y letra del ahora enjuiciante, 

situación que en forma alguna se encuentra controvertida. 

 

En lo referente al tercer elemento, de igual forma se 

cumple ya que este órgano jurisdiccional ha sostenido en 

diversas ocasiones que es suficiente que en la demanda se 

aduzca que con el acto o resolución combatida se cometieron 

violaciones a alguno o varios de los derechos político-

electorales mencionados, en perjuicio del promovente, 

independientemente de que en el fallo que se llegue a emitir 

se puedan estimar fundadas o infundadas tales alegaciones. 

 

En la especie el hoy justiciable aduce que la autoridad 

responsable el Presidente Municipal del Municipio de 

Mineral de la Reforma, Hidalgo, ha sido omisa  respecto de la 

contestación a su solicitud de diversa información. Asimismo 

argumenta una indebida integración de la Comisión de 

Hacienda Municipal  del citado municipio, por lo cual el actor 

manifiesta que estos actos están estrechamente vinculados 

con sus derechos político electorales de voto pasivo, en su 

vertiente de ejercicio del cargo de regidor.   

 

De lo anteriormente expresado podemos advertir que, 

al no existir regulación en la entidad del medio de 

impugnación que se resuelve, este Tribunal considera 
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necesario garantizar el acceso a la justicia al ciudadano Jorge 

García Montes de Oca, por considerarse fundamental la 

protección de sus derechos político electorales, lo anterior, 

con fundamento en lo dispuesto por los artículos 17 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 9, 

segundo párrafo, y el precitado 99, apartado C, fracción III, 

de la Constitución Política del Estado de Hidalgo. 

 

En consecuencia, al surtirse los requisitos 

mencionados, es claro que Jorge García Montes de Oca, tiene 

la legitimación suficiente y cuenta con interés jurídico para 

promover el presente juicio. 

 

III.- PROCEDENCIA. Previo al estudio de fondo de 

la “litis” planteada se procede al estudio de las causales de 

improcedencia especificadas en el artículo 11 de la Ley Estatal 

de Medios de Impugnación en Materia Electoral, que en la 

especie pudieran actualizarse, toda vez que su examen es de 

pronunciamiento previo y de orden público. Por lo que se 

analizan de manera exhaustiva las constancias que obran en 

el expediente al rubro mencionado. 

 

Una vez que se ha analizado el contenido del medio de 

impugnación interpuesto y verificado que sí han sido 

satisfechos los requisitos establecidos en la ley de la materia; 

se advierte que no se actualiza causal de improcedencia 

alguna por virtud del numeral que se comenta. 

 

IV.- PLAZO. Los artículos 8, párrafo 2º y 9 de la Ley 

Estatal de Medios de Impugnación en Materia Electoral, 

respectivamente, establecen que, cuando la violación 

reclamada en el medio de impugnación correspondiente se 

produzca en proceso electoral, los plazos se cuentan 

incluyendo días hábiles y festivos y de momento a momento 

por lo que los medios de impugnación deberán presentarse 



TEH-JDC-003/2013 
 

 

9 
 

dentro de los cuatro días, contados a partir del día siguiente 

en que se tenga conocimiento del acto o resolución 

impugnado, o se hubiese notificado. 

 

En la especie, la parte actora manifiesta haber tenido 

conocimiento de los actos impugnados el día 08 ocho de 

marzo de 2013 dos mil trece, sin que obre en autos prueba en 

contrario, por lo que, el plazo legal inició al día siguiente y 

concluyó el 12 doce del mismo mes y año, y toda vez que 

presentó escrito mediante el cual interpuso el presente juicio 

ante la autoridad señalada como responsable el día 08 ocho, 

el mismo debe tenerse por presentado en tiempo y forma.  

 

V. ESTUDIO PREVIO. Es menester precisar que el 

artículo 24 de la Ley Estatal de Medios de Impugnación en 

Materia Electoral establece que al resolver los medios de 

impugnación, la autoridad resolutora deberá suplir la 

deficiencia u omisión en los agravios, siempre y cuando los 

mismos puedan ser claramente deducidos de los hechos 

expuestos. 

 

De igual forma se desprende de la jurisprudencia  

03/2000, visible en la Revista Justicia Electoral del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación, Suplemento 4, 

Año 2001, página 5, cuyo rubro y texto es el siguiente: 

“AGRAVIOS. PARA TENERLOS POR DEBIDAMENTE 
CONFIGURADOS ES SUFICIENTE CON EXPRESAR LA 
CAUSA DE PEDIR. En atención a lo previsto en los artículos 
2o., párrafo 1, y 23, párrafo 3, de la Ley General del Sistema de 
Medios de Impugnación en Materia Electoral, que recogen los 
principios generales del derecho iura novit curia y da mihi 
factum dabo tibi jus (el juez conoce el derecho y dame los hechos 
y yo te daré el derecho), ya que todos los razonamientos y 
expresiones que con tal proyección o contenido aparezcan en la 
demanda constituyen un principio de agravio, con independencia 
de su ubicación en cierto capítulo o sección de la misma demanda 
o recurso, así como de su presentación, formulación o 
construcción lógica, ya sea como silogismo o mediante cualquier 
fórmula deductiva o inductiva, puesto que el juicio de revisión 
constitucional electoral no es un procedimiento formulario o 
solemne, ya que basta que el actor exprese con claridad la causa 
de pedir, precisando la lesión o agravio que le causa el acto o 
resolución impugnado y los motivos que originaron ese agravio, 
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para que, con base en los preceptos jurídicos aplicables al asunto 
sometido a su decisión, la Sala Superior se ocupe de su estudio”. 

Tercera Época: 
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-041/99. Coalición integrada por los 
partidos de la Revolución Democrática, del Trabajo y Revolucionario de las y los 
Trabajadores. 30 de marzo de 1999. Unanimidad de votos. 
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-127/99. Coalición integrada por los 
partidos Acción Nacional y Verde Ecologista de México. 9 de septiembre de 1999. 
Unanimidad de votos. 
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-291/2000. Coalición Alianza por 
Querétaro. 1 de septiembre de 2000. Unanimidad de votos. 
La Sala Superior en sesión celebrada el doce de septiembre de dos mil, aprobó por 
unanimidad de votos la jurisprudencia que antecede y la declaró formalmente obligatoria. 
 

De igual forma, se analizarán los conceptos de violación 

planteados en dicho escrito inicial, en acatamiento de lo 

establecido en la tesis de jurisprudencia 02/98, consultable 

en la Revista Justicia Electoral, del Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación, Suplemento 2, Año 1998, 

páginas 11 y 12, cuyo rubro y texto es del tenor siguiente: 

 

“AGRAVIOS. PUEDEN ENCONTRARSE EN CUALQUIER 
PARTE DEL ESCRITO INICIAL. Debe estimarse que los 
agravios aducidos por los inconformes, en los medios de 
impugnación, pueden ser desprendidos de cualquier capítulo del 
escrito inicial, y no necesariamente deberán contenerse en el 
capítulo particular de los agravios, en virtud de que pueden 
incluirse tanto en el capítulo expositivo, como en el de los hechos, 
o en el de los puntos petitorios, así como el de los fundamentos de 
derecho que se estimen violados. Esto siempre y cuando expresen 
con toda claridad, las violaciones constitucionales o legales que 
se considera fueron cometidas por la autoridad responsable, 
exponiendo los razonamientos lógico-jurídicos a través de los 
cuales se concluya que la responsable o bien no aplicó 
determinada disposición constitucional o legal, siendo ésta 
aplicable; o por el contrario, aplicó otra sin resultar pertinente al 
caso concreto; o en todo caso realizó una incorrecta 
interpretación jurídica de la disposición aplicada.” 
Tercera Época: 
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-107/97. Partido Revolucionario 
Institucional. 9 de octubre de 1997. Unanimidad de votos.  
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-041/98. Partido de la Revolución 
Democrática. 26 de agosto de 1998. Unanimidad de votos. 
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-043/98. Partido del Trabajo. 26 de 
agosto de 1998. Unanimidad de votos. 
La Sala Superior en sesión celebrada el diecisiete de noviembre de mil novecientos noventa 
y ocho, aprobó por unanimidad de votos la jurisprudencia que antecede y la declaró 
formalmente obligatoria. 
Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
Suplemento 2, Año 1998, páginas 11 y 12. 
 
 
 

Por último, este Órgano Colegiado acata cabalmente, el 

criterio reiterado de la Sala Superior, en el que señala, que el 

ocurso que da inicio a cualquier medio de impugnación en 

materia electoral debe considerarse como un todo, que tiene 

que ser analizado en su integridad a fin de estar en aptitud 

para determinar con la mayor exactitud cuál es la verdadera 

intención del promovente, contenida en el escrito inicial, por 

http://10.10.15.58/Sentencias/SUP/1997/JRC/SUP-JRC-00107-1997.htm
http://10.10.15.58/Sentencias/SUP/1998/JRC/SUP-JRC-00041-1998.htm
http://10.10.15.58/Sentencias/SUP/1998/JRC/SUP-JRC-00043-1998.htm
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lo que, se atiende de forma preferente a lo que se quiso decir 

y no a lo que aparentemente se dijo. 

 

Este criterio se encuentra previsto en la tesis de 

jurisprudencia número 04/99, publicada en la Revista 

Justicia Electoral, del Tribunal Electoral del Poder Judicial 

de la Federación, Suplemento 3, Año 2000, página 17, cuyo 

texto y rubro son del siguiente tenor: 

 

"MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA 
ELECTORAL. EL RESOLUTOR DEBE INTERPRETAR EL 
OCURSO QUE LOS CONTENGA PARA DETERMINAR LA 
VERDADERA INTENCIÓN DEL ACTOR. Tratándose de 
medios de impugnación en materia electoral, el juzgador debe 
leer detenida y cuidadosamente el ocurso que contenga el que se 
haga valer, para que, de su correcta comprensión, advierta y 
atienda preferentemente a lo que se quiso decir y no a lo que 
aparentemente se dijo, con el objeto de determinar con exactitud 
la intención del promovente, ya que sólo de esta forma se puede 
lograr una recta administración de justicia en materia electoral, 
al no aceptarse la relación oscura, deficiente o equívoca, como la 
expresión exacta del pensamiento del autor del medio de 
impugnación relativo, es decir, que el ocurso en que se haga valer 
el mismo, debe ser analizado en conjunto para que, el juzgador 
pueda, válidamente, interpretar el sentido de lo que se pretende". 
 
Tercera Época 
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-074/97. Partido Revolucionario 
Institucional. 11 de septiembre de 1997. Unanimidad de votos.  
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-099/97. Partido Acción Nacional. 25 
de septiembre de 1997. Unanimidad de votos.  
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-058/99. Partido del Trabajo. 14 de 
abril de 1999. Unanimidad de votos.  
La Sala Superior en sesión celebrada el catorce de abril de mil novecientos noventa y nueve, 
aprobó por unanimidad de votos la jurisprudencia que antecede y la declaró formalmente 
obligatoria. Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, Suplemento 3, Año 2000, página 17. 
 

 

Ante las relatadas circunstancias, esta autoridad 

jurisdiccional estima procedente estudiar el fondo de la 

controversia planteada por la parte actora en el presente 

juicio, a fin de determinar si se vulneró o no el derecho 

político electoral a ser votado en su vertiente de ejercicio del 

cargo de regidor del ciudadano Jorge García Montes de Oca. 

 

 VI.- ESTUDIO DE FONDO. De la lectura del escrito 

impugnativo este Tribunal advierte que, en síntesis, el 

promovente manifiesta como  motivos de inconformidad los 

siguientes: 
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1.-. Le causa agravio la pretendida  omisión del 

Presidente Municipal de Mineral de la Reforma, 

Hidalgo, de proporcionar diversa información solicitada 

por el hoy justiciable, a través de sendos escritos; con lo 

cual se viola su derecho humano consistente en el acceso 

a la información por estar estrechamente vinculado a su 

derecho político electoral de ser votado; en su vertiente 

de ejercicio del cargo de regidor. 

 

2.-Le agravia la oposición del Presidente Municipal 

para integrar debidamente con pluralidad y equidad la 

Comisión de Hacienda Municipal de Mineral de la 

Reforma, Hidalgo. 

 

Ahora bien, en este contexto la pretensión del 

promovente, en lo medular, consiste en que este 

Tribunal Electoral: 

 

Ordene al Presidente Municipal de Mineral de la 

Reforma, Hidalgo, contestar las solicitudes 

requeridas y  garantizar su derecho de acceso a la 

información en solicitudes posteriores, asimismo se 

dicten las medidas necesarias a efecto de que la 

Comisión de Hacienda Municipal del Ayuntamiento 

de Mineral de la Reforma se integre debidamente 

observando los principios de pluralidad y equidad 

respetando el derecho político electoral de ser 

votado; en su modalidad de ejercicio del cargo de 

regidor. 

 

Por ende, la “litis” en el juicio que nos ocupa se 

circunscribe a determinar si la Autoridad señalada como 

Responsable, ha vulnerado o no el derecho político electoral 

de ser votado; en su vertiente de ejercicio del cargo, del 

Ciudadano Regidor Jorge García Montes de Oca.    
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ANÁLISIS DEL PRIMER AGRAVIO: 

A efecto de determinar si el agravio esgrimido es 

susceptible de vulnerar el derecho aducido por el hoy 

justiciable, es indispensable que este Tribunal establezca si el 

derecho humano de acceso a la información que aduce el 

ciudadano se encuentra estrechamente vinculado con el 

derecho político-electoral de voto pasivo; en su vertiente de 

ejercicio del cargo de regidor.  

 

Al respecto, resulta indispensable señalar que el Juicio 

para la Protección de los derechos Político Electorales del 

Ciudadano es un medio de impugnación en materia electoral, 

a través del cual los ciudadanos pueden solicitar la protección 

de sus derechos político-electorales, así como de todos 

aquellos derechos fundamentales que se encuentran 

estrechamente vinculados con éstos, su finalidad consiste en 

restituir a los ciudadanos en el uso y goce de sus derechos, a 

través de su protección legal y constitucional-convencional. 

 

Por ello, resulta importante señalar que los Derechos 

Políticos son derechos fundamentales que tiene todo 

ciudadano para intervenir en actividades que se encuentren 

relacionadas con el Estado, en el ejercicio de la función 

política. En este orden de ideas los Derechos político-

electorales consisten en ser votado para todos los cargos de 

elección popular, votar en las elecciones populares, asociación 

libre y pacífica para tomar parte en los asuntos políticos, 

afiliación libre e individual a los partidos políticos e integrar 

autoridades electorales en las entidades federativas. 

 

Una vez precisado lo anterior, es pertinente señalar el 

marco legal del juicio para la protección de los derechos 

político electorales del ciudadano, el cual se encuentra 

regulado en la Constitución Política de los Estados Unidos 
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Mexicanos en los artículos 41, base VI, y 99, párrafo cuarto, 

fracción V, asimismo en el Código Federal de Instituciones y 

Procedimientos Electorales en los artículos 4 a 7, 22 fracción 

VI, 24, 33, 36, 38, 41, 175, 176 y 218, de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Federación, en los artículos 186, fracción 

III, inciso c, 189, fracción I, inciso e, y 195, fracción IV, en la 

Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en 

Materia Electoral en los artículos 79 a 85. De igual manera en 

el numeral 99 inciso c, fracción III de la Constitución Política 

Local. 

Ahora bien, la Sala Superior del Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación, ha considerado que el 

derecho político electoral a ser votado, consagrado en el 

artículo 35, fracción II, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, no sólo comprende el derecho de 

un ciudadano a ser postulado como candidato a un cargo de 

elección popular, a fin de integrar los órganos estatales de 

representación popular, sino también abarca el derecho de 

ocupar el cargo para el cual resulta electo; el derecho a 

permanecer en él y el de desempeñar las funciones que le son 

inherentes. 

Para arribar a la anterior conclusión, se consideró que el 

derecho a ser votado o derecho al sufragio pasivo no 

constituye únicamente una finalidad, sino también un medio 

para alcanzar otros objetivos como la integración de los 

órganos del poder público, mismos que representan al pueblo 

que los elige mediante el ejercicio de su derecho a votar o de 

sufragio activo. Una vez integrado el órgano de 

representación popular, los ciudadanos electos deben asumir 

y desempeñar el cargo por todo el período para el cual fueron 

electos, como derecho y como deber jurídico; esto último, 

según lo dispuesto en el artículo 36, fracción IV, de la 

Constitución federal. 
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De ahí que el derecho a ser votado no se limite a 

contender en un procedimiento electoral y tampoco a la 

posterior proclamación de candidato electo, de acuerdo con 

los votos efectivamente emitidos, sino que también incluye la 

consecuencia jurídica de la elección, consistente en ocupar y 

desempeñar el cargo encomendado por la ciudadanía y el de 

mantenerse en él, durante todo el período para el cual fue 

electo el candidato triunfador. 

 

En resumen, el derecho de ser votado implica 

necesariamente la vertiente del derecho a ocupar y ejercer el 

cargo por todo el período por el cual fue electo, mediante el 

voto popular. Este criterio ha sido sustentado por la Sala 

Superior, entre otros precedentes, al dictar sentencia en los 

juicios que dieron motivo a la integración de los expedientes 

identificados con las claves SUP-JDC-79/2008, SUP-JDC-

1120/2009, SUP-JDC-13/2010 y SUP-JDC-14/2010 y 

acumulados así como al resolver la contradicción de criterios 

SUP-CDC-5/2009. 

 

Una vez señalado lo anterior de autos se desprende que 

el Ciudadano hoy justiciable, solicitó  diversa información al 

Presidente Municipal de dicho Ayuntamiento, a través de 

sendos oficios, mismos que ofrece como medios de prueba de 

su parte, cuyo contenido a continuación se sintetiza: 

 

OFICIOS RECEPCIONADOS EN FECHA 13 DE FEBRERO 
DEL AÑO 2013 

 
1.-Oficio en original tamaño carta, dirigido al Presidente Municipal de 
Mineral de la Reforma, donde el ciudadano solicita la expedición de 
copias certificadas del presupuesto de egresos para el ejercicio Fiscal 
2012, así como del acta de sesión del Ayuntamiento en el que se dio 
dicha aprobación, en el que obra rubrica a tinta negra sobre el nombre 
del ciudadano, asimismo, obra sello circular de tinta negra, que contiene 
en el centro la leyenda: Recibido con fecha 13 de febrero  y debajo de 
ésta, la leyenda Mineral de la Reforma, Hgo; donde de igual manera 
obra rúbrica, en la parte superior derecha del oficio el numero 7344, 
escrito a mano. 
 

 
 



TEH-JDC-003/2013 
 

 

16 
 

 
2.- Oficio en original tamaño carta, dirigido al Presidente 

Municipal de Mineral de la Reforma, donde el ciudadano solicita copias 
certificadas de la documentación presentada por el Ayuntamiento a la 
Auditoría Superior del Estado de Hidalgo, la cual contiene los informes 
de avance de gestión financiera en relación al primer, segundo, tercero y 
cuarto trimestre del año 2012, asimismo solicitó se anexaran los estados 
financieros, programáticos, patrimoniales, presupuestales y contener el 
flujo contable de ingresos y egresos al último día del trimestre que se 
reporta, el avance del cumplimiento de los planes y programas 
aprobados en el presupuesto de egresos en los procesos concluidos; 
escrito en el que obra rúbrica sobre el nombre del ciudadano, asimismo, 
obra sello circular de tinta negra, que contiene en el centro la leyenda: 
Recibido con fecha 13 de febrero  y debajo de ésta, la leyenda Mineral de 
la Reforma, Hgo; donde de igual manera obra rúbrica, en la parte 
superior derecha del oficio el numero 7343, escrito a mano. 
 

 
3.- Oficio en original tamaño carta, dirigido al Presidente 

Municipal de Mineral de la Reforma, donde el ciudadano solicita en 
referencia a la primera quincena del mes de diciembre de 2012, le 
fueran expedidas copias certificadas de los documentos pertenecientes a 
la totalidad de la nómina municipal, en los cuales se muestre la firma 
y/o recibo hecho por los empleados municipales como constancia de su 
sueldo y/o percepción recibida. Que dicha información se encuentre 
ordenada por área y/o adscripción. Finalmente   que dichos documentos 
se encuentren avalados por el sello y firma del Presidente Municipal, el 
Tesorero Municipal y el Sìndico Procurador Hacendario. Escrito en el 
que obra rùbrica sobre el nombre del ciudadano, asimismo, obra sello 
circular de tinta negra, que contiene en el centro la leyenda: Recibido 
con fecha 13 de febrero  y debajo de ésta, la leyenda Mineral de la 
Reforma, Hgo; donde de igual manera obra rúbrica, en la parte superior 
derecha del oficio el numero 7342, escrito a mano. 

 
 
4.- Oficio en original tamaño carta, dirigido al Presidente 

Municipal de Mineral de la Reforma, donde el ciudadano solicita en 
referencia al periodo comprendido del 15 de Enero del 2012  a la fecha,  
se le informe el número total de sesiones ordinarias, extraordinarias, 
especiales o solemnes del Ayuntamiento y le sean expedidas copias 
certificadas de las actas levantadas al efecto. Oficio en el que obra 
rúbrica sobre el nombre del ciudadano, asimismo, obra sello circular, 
que contiene en el centro la leyenda: Recibido con fecha 13 de febrero  y 
debajo de ésta, la leyenda Mineral de la Reforma, Hgo; donde de igual 
manera obra rúbrica, en la parte superior derecha del oficio el número 
7341, escrito a mano.  

 
 
5.- Oficio en original tamaño carta, dirigido al Presidente 

Municipal de Mineral de la Reforma, donde el ciudadano solicita le sean 
expedidas copias certificadas del presupuesto de egresos del Municipio 
para el ejercicio fiscal 2013, así como del acta de sesión del 
Ayuntamiento en el que se dio dicha aprobación,  en el que obra rúbrica 
sobre el nombre del ciudadano, asimismo, obra sello circular que 
contiene en el centro la leyenda: Recibido con fecha 13 de febrero y 
debajo de ésta, la leyenda Mineral de la Reforma, Hgo; donde de igual 
manera obra rúbrica, en la parte superior derecha del oficio el numero 
7340, escrito a mano. 
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OFICIOS RECEPCIONADOS EN FECHA 18 DE FEBRERO DEL 
AÑO 2013 

 
6.- Oficio en original tamaño carta, dirigido al Presidente Municipal de 
Mineral de la Reforma, donde el ciudadano solicita se le  expidan copias 
del acta de recepción-entrega periodo 2009-2012 y que dichas actas 
estén debidamente desglosadas en los siguientes formatos: HPM-
7,HPM-11,HPM-18.4,HPM-26,HPM-25,HPM-8,HPM-9,HPM-9.1. 
Oficio en el que obra rúbrica sobre el nombre del ciudadano, asimismo, 
obra sello circular, que contiene en el centro la leyenda: Recibido con 
fecha 18 de febrero y debajo de ésta, la leyenda Mineral de la Reforma, 
Hgo; donde de igual manera obra rúbrica, en la parte superior derecha 
del oficio el numero 7398, escrito a mano. 
 
 
7.- Oficio en original tamaño carta, dirigido al Presidente Municipal de 
Mineral de la Reforma, donde el ciudadano solicita se le expidan copias 
certificadas de las licencias de construcción que el municipio ha 
otorgado a la constructora Quma de Hidalgo S.A. de C.V. que construye 
en el fraccionamiento Paseos de Chavarría y la constructora Casas Geo 
que construye en el fraccionamiento las Margaritas. Oficio en el que 
obra rúbrica sobre el nombre del ciudadano, asimismo, obra sello 
circular, que contiene en el centro la leyenda: Recibido con fecha 18 de 
febrero y debajo de ésta, la leyenda Mineral de la Reforma, Hgo; donde 
de igual manera obra rúbrica, en la parte superior derecha del oficio el 
numero 7397, escrito a mano. 

 

Asimismo, con la finalidad de probar su dicho, referente 

a la presunta omisión derivada de la solicitud de diversa 

información, ofrece los siguientes medios de prueba: 

EJEMPLAR DE PERIÓDICO 

7.- Consistente en un ejemplar del periódico milenio, Hidalgo, año 4 
numero 1410, de fecha 8 ocho de marzo de 2013, consistente en 39 
páginas, el cual presenta en la primera plana, un ticket de compra, 
engrapado a este, en el cual se aprecia el importe de dicho periódico. 

DISCO COMPACTO. 

 
8.- Consistente en un disco compacto, marca Sony recordable, de 700 
mb, color plata, el cual contiene un video, en el cual se aprecia a un 
hombre vestido con pantalón de mezclilla azul, camisa blanca, 
chamarra café, cinturón café, este hombre ingresa a una tienda oxxo, se 
dirige al área de periódicos y señala con su dedo la fecha del periódico, 
la cual es 8 ocho de marzo de 2013, posterior a esto señala nuevamente 
la fecha en otro periódico, después toma un ejemplar del diario 
milenio, se dirige a la caja, paga el ejemplar y muestra a la cámara el 
ticket de compra, que le expiden en la tienda referida, mismo del que 
no es posible apreciar su contenido, posterior a esto sale de la tienda, se 
dirige a un automóvil de color gris, sube al automóvil, coloca el 
ejemplar del periódico en el tablero del automóvil, y comienza a 
avanzar el vehículo, pasados unos minutos se estaciona, desciende el 
sujeto del vehículo, camina y se detiene frente a un vehículo con la 
leyenda DIF del municipio de mineral de la reforma hidalgo, sigue 
avanzando entra a la presidencia municipal de mineral de la reforma, 
hidalgo, se detiene en el área de estrados, coloca el periódico junto a los 
documentos que ahí se encuentran, corroborando la fecha del periódico 
con la de los otros documentos, coloca el periódico sobre un buzón, 
finaliza el video. 
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Por lo que respecta a las pruebas documentales 

marcadas con los números 1 al 7, con fundamento en el 

artículo 15 fracción II y 19 fracción II de la Ley Estatal de 

Medios de Impugnación en Materia Electoral dichas 

documentales tienen el carácter de privadas, por lo que su 

valor probatorio es indiciario. 

 

La prueba marcada con el numero 8, con fundamento 

en el artículo 15 fracción III y 19 fracción II de la Ley Estatal 

de Medios de Impugnación en Materia Electoral dicha prueba 

técnica tiene un valor probatorio indiciario. 

 

El Ciudadano aduce que su derecho humano de acceso a 

la información está plenamente relacionado con su derecho 

político electoral de voto pasivo; en su vertiente de ejercicio 

del cargo de regidor, toda vez que la información solicitada es 

una herramienta necesaria en el ejercicio del mismo; en 

términos del artículo 69 de la ley orgánica municipal, que 

establece las facultades y obligaciones de los regidores, pues 

argumenta que debe informar a sus representados respecto 

de los diversos temas sobre los cuales ha solicitado 

información.  

El Ciudadano, hoy justiciable,  funda su dicho, de tener 

la facultad para solicitarle al Presidente municipal la 

información antes descrita, en el artículo 69 de la ley orgánica 

municipal del Estado de Hidalgo, que a continuación se 

transcribe: 

“ARTÍCULO 69.- Las facultades y obligaciones de los 
regidores, se contemplarán en el Reglamento Interior que expida 
el Ayuntamiento, las cuales podrán ser, entre otras, las 
siguientes: 

I. Vigilar y atender el ramo de la administración municipal 
que conforme a sus disposiciones reglamentarias, les sea 
encomendado por el Ayuntamiento;  

II. Vigilar que los actos de la Administración Municipal, se 
desarrollen en apego a lo dispuesto por las leyes y normas de 
observancia municipal;  

III. Recibir y analizar los asuntos que les sean sometidos 
y emitir su voto, particularmente en las materias siguientes:  
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a).- Los proyectos de acuerdo para la aprobación de los 
bandos, reglamentos, decretos y circulares de observancia 
general en el Municipio, que les sean presentados por el 
Presidente Municipal, los Síndicos, o los vecinos del municipio, 
cuidando que las disposiciones no invadan las competencias 
reservadas para el Estado o la Federación;  

b).- Las solicitudes de expropiación por causa de utilidad 
pública, así como disponer la indemnización a sus propietarios, 
en cumplimiento a lo dispuesto por la fracción V del Artículo 115 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la 
fracción XVII del Artículo 141 de la Constitución Política del 
Estado y por la Ley de la materia; 

c).- La enajenación de bienes inmuebles del dominio privado 
del Municipio y observar las previsiones establecidas por la 
Constitución Política del Estado;  

d).- Los proyectos de acuerdo para celebrar contratos que 
comprometan el patrimonio del Municipio u obliguen 
económicamente al Ayuntamiento, en los términos de esta Ley; 

e).- Los proyectos de acuerdo para la firma de convenios de 
asociación con los municipios del Estado, cuyo objeto sea el mejor 
cumplimiento de sus fines. Cuando la asociación se establezca 
para el mismo propósito con municipios de otras entidades 
federativas, el Ayuntamiento deberá turnar el Acuerdo de 
referencia al Congreso del Estado, para su autorización; 

f).- Los proyectos de acuerdo para convenir con el Estado, el 
cobro de determinadas contribuciones o la administración de 
servicios municipales, cuando los motivos sean de carácter 
técnico o financiero y cuya finalidad sea  obtener una mayor 
eficacia en la función administrativa; 

g).- Los proyectos de acuerdo para la municipalización de 
servicios públicos, o para concesionarlos; 

h).- Las propuestas de modificación de categorías 
correspondientes a los poblados y localidades del Municipio; y 

i).- Las propuestas para el nombramiento de los titulares de 
las unidades técnicas de las dependencias de la Administración 
Pública Municipal. 

IV.  Solicitar al Presidente Municipal, información sobre los 
proyectos de desarrollo regional y metropolitano de las zonas 
conurbadas, convenidos con el Estado, o los que, a través de él, se 
convengan con la Federación y los que se realicen por 
coordinación o asociación con otros municipios; 

V. Vigilar que las peticiones realizadas a la Administración 
Pública Municipal, se resuelvan oportunamente; 

VI. Solicitar información a los Síndicos, respecto de los 
asuntos de su competencia, cuando lo consideren necesario; 

VII.  Vigilar que el Presidente Municipal cumpla con los 
acuerdos y resoluciones del Ayuntamiento; 

VIII. Recibir y analizar el Informe Anual que rinda el 
Presidente Municipal o el Presidente del Concejo Municipal y 
emitir su voto respecto de su aprobación;  

IX. Cumplir con las funciones inherentes a sus comisiones e 
informar al Ayuntamiento de sus resultados;  

X. Realizar sesiones de audiencia pública, para recibir 
peticiones y propuestas de la comunidad;  

XI. Formular, con la participación de las instancias 
competentes del Ayuntamiento y de los sectores social y privado, 
el conocimiento y estudio de los asuntos en materia de Derechos 
Humanos, para lo cual se deberán atender las necesidades y 
características particulares de su Municipio, impulsar y 
fortalecer en todas las actividades que desarrolle el propio 
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Ayuntamiento la protección y promoción de los derechos 
humanos; y  

XII. Las demás que les otorguen las leyes y reglamentos. 
 
Los Regidores, concurrirán a las sesiones del Ayuntamiento, 

con voz y voto; percibirán su dieta de asistencia que señale el 
presupuesto de egresos del Municipio y no podrán, en ningún 
caso, desempeñar cargos, empleos o comisiones remuneradas en 
la Administración Pública Municipal.” 

 

Derivado del estudio del artículo citado, no se 

desprende en ninguna de sus fracciones o incisos, que se 

actualice la facultad que aduce tener el ciudadano, de solicitar 

la información  descrita, al presidente Municipal. 

 

Una vez vertido lo anterior y en relación a la solicitud de 

información que intenta hacer valer el ciudadano hoy 

justiciable, se procederá al análisis de la naturaleza de dicha 

información, por lo que es dable realizar la debida consulta a 

las leyes aplicables al caso que nos ocupa: 

 

La Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública Gubernamental, en su artículo 7, 

fracciones IX y XII, asimismo en la Ley Estatal de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública 

Gubernamental para el Estado de Hidalgo, en sus artículos 

10, 14 y 22 en sus fracciones VII, XI, XII y XV y en relación al 

Reglamento de la Ley de Transparencia y Manejo de la 

Información Pública Gubernamental del Estado de Hidalgo, 

en sus artículos 2 y 15 en sus fracciones VII, XI, XII, XV y 

XVI, derivado de su estudio y realizando una interpretación 

sistemática y funcional. 

 

Del análisis anterior se desprende que la naturaleza de 

la información solicitada por el ciudadano hoy justiciable, es 

administrativa y obedece a la administración pública 

municipal, toda vez que se trata de un requerimiento de 

información pública, que se encuentra en los archivos del 

Ayuntamiento de Mineral de la Reforma, Hidalgo, y que 
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puede ser solicitada por cualquier persona, ante la Autoridad 

competente, siguiendo las formalidades establecidas en las 

leyes anteriormente invocadas, luego entonces, podemos 

advertir que el juicio que intenta el ciudadano hoy justiciable,  

no es la vía idónea, para lograr la tutela del derecho humano 

de acceso a la información, en consecuencia no se trata de 

proteger su derecho político electoral de voto pasivo, en su 

calidad de ejercicio de su cargo como regidor,  sino que se 

trata del ejercicio del derecho humano de acceso a la 

información, el cual no puede ser reclamado  a través del 

Juicio para la Protección de los Derechos Político Electorales 

del Ciudadano, por las razones anteriormente vertidas.   

 

Una vez señalado, lo anterior, se procederá a estudiar si 

existe o no la vinculación entre el derecho político-electoral 

de ser votado en su vertiente de ejercicio del cargo y su 

supuesta afectación derivada de la alegada violación a su 

derecho fundamental de acceso a la información, originada de 

la pretendida  omisión del Presidente Municipal de Mineral 

de la Reforma del Estado de Hidalgo, de proporcionar diversa 

información solicitada por el ciudadano, en diversas fechas a 

través de los escritos ya precisados. 

 

Como ya quedó señalado en líneas precedentes el Juicio 

para la Protección de los Derechos Político-Electorales del 

Ciudadano, será procedente, cuando se aduzcan violaciones a 

diversos derechos fundamentales, pero, para que surta 

efectos su procedencia, dichos derechos fundamentales, 

necesariamente deberán estar vinculados a los derechos 

político-electorales del ciudadano, luego entonces, cuando se 

aduzcan violaciones al derecho de acceso a la información 

pública, este derecho fundamental necesariamente debe estar 

vinculado a alguno de los derechos político-electorales del 

ciudadano tutelados por ese medio de impugnación. 
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Motivo por el cual se advierte  que no existe vulneración 

alguna a los Derechos Político Electorales del Ciudadano 

impetrante, toda vez que derivado de la supuesta vulneración 

de  su derecho humano de acceso a la información, 

relacionado con su derecho político electoral de voto pasivo 

en su vertiente de ejercicio del cargo de regidor , no existe 

vinculación alguna entre la causa de pedir del Ciudadano y la 

aducida violación al ejercicio de sus derechos político 

electorales, tan es así, que en el caso concreto, no se deriva 

afectación alguna que haga nugatorio el ejercicio de sus 

derechos político electorales, pues no obra prueba alguna que 

demuestre que derivado de esa pretendida omisión el 

Ciudadano haya sido imposibilitado para ejercer su cargo 

como regidor, o que se le haya impedido su asistencia a las 

sesiones, o que se le haya impedido votar en ellas, o que haya 

sufrido privación del pago de remuneración o dietas, entre 

otras. Por lo que no queda acreditada la vinculación entre su 

causa de pedir derivado de la aducida omisión que pretende 

hacer valer y una violación directa a sus derechos político 

electorales, en la modalidad especificada.  

 

En este orden de ideas es aplicable a contrario sensu el 

criterio que encuentra recogido en la jurisprudencia número 

36/2002, publicada en la Revista en Justicia Electoral. 

Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, Suplemento 6, Año 2003, páginas 40 y 41, cuyo 

rubro y texto es el siguiente:  

“JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS 
DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES DEL 
CIUDADANO. PROCEDE CUANDO SE ADUZCAN 
VIOLACIONES A DIVERSOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES VINCULADOS CON LOS 
DERECHOS DE VOTAR, SER VOTADO, DE 
ASOCIACIÓN Y DE AFILIACIÓN.- En conformidad con 
los artículos 79 y 80 de la Ley General del Sistema de 
Medios de Impugnación en Materia Electoral, en relación 
con lo dispuesto en los artículos 17, segundo párrafo; 35, 
fracciones I, II y III; 41, fracciones I, segundo párrafo, in 
fine, y IV, primer párrafo, in fine, y 99, fracción V, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el 
juicio para la protección de los derechos político-electorales 
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del ciudadano debe considerarse procedente no sólo cuando 
directamente se hagan valer presuntas violaciones a 
cualquiera de los siguientes derechos político-electorales: I) 
De votar y ser votado en las elecciones populares; II) De 
asociarse individual y libremente para tomar parte en 
forma pacífica en los asuntos políticos del país, y III) De 
afiliarse libre e individualmente a los partidos políticos, sino 
también cuando se aduzcan violaciones a otros derechos 
fundamentales que se encuentren estrechamente vinculados 
con el ejercicio de los mencionados derechos político-
electorales, como podrían ser los derechos de petición, de 
información, de reunión o de libre expresión y difusión de 
las ideas, cuya protección sea indispensable a fin de no 
hacer nugatorio cualquiera de aquellos derechos político-
electorales, garantizando el derecho constitucional a la 
impartición de justicia completa y a la tutela judicial 
efectiva. 
 
Tercera Época 
 
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del 
ciudadano. SUP-JDC-117/2001. José Luis Amador Hurtado. 30 de enero 
de 2002. Mayoría de cinco votos. Los Magistrados Eloy Fuentes Cerda y 
Alfonsina Berta Navarro Hidalgo, votaron porque se confirmara la 
resolución impugnada, al considerar que la parte actora no comprobó el 
hecho fundatorio de sus pretensiones jurídicas, omitiendo en 
consecuencia, pronunciarse sobre la cuestión jurídica que aborda la 
presente tesis.  
 
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del 
ciudadano. SUP-JDC-127/2001. Sandra Rosario Ortiz Loyola. 30 de 
enero de 2002. Mayoría de cinco votos. Los Magistrados: Eloy Fuentes 
Cerda y Alfonsina Berta Navarro Hidalgo, votaron porque se 
confirmara la resolución impugnada, al considerar que la parte actora 
no comprobó el hecho fundatorio de sus pretensiones jurídicas, 
omitiendo en consecuencia, pronunciarse sobre la cuestión jurídica que 
aborda la presente tesis.  
 
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del 
ciudadano. SUP-JDC-128/2001. Dora Soledad Jácome Miranda. 30 de 
enero de 2002. Mayoría de cinco votos. Los Magistrados Eloy Fuentes 
Cerda y Alfonsina Berta Navarro Hidalgo, votaron porque se 
confirmara la resolución impugnada, al considerar que la parte actora 
no comprobó el hecho fundatorio de sus pretensiones jurídicas, 
omitiendo en consecuencia, pronunciarse sobre la cuestión jurídica que 
aborda la presente tesis.  
 
La Sala Superior en sesión celebrada el veinte de mayo de dos mil dos, 
aprobó por unanimidad de seis votos la jurisprudencia que antecede y la 
declaró formalmente obligatoria.” 

 

En consecuencia y derivado del estudio realizado, salta 

a la vista que  no se vincula la aducida violación al derecho 

humano de acceso a la información del impetrante con su 

derecho político electoral de voto pasivo en su vertiente de 

ejercicio del encargo de regidor, por lo que la vía intentada 

por el ciudadano hoy justiciable no es la idónea para hacer 

valer este derecho. 

 

http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2001/JDC/SUP-JDC-00117-2001.htm
http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2001/JDC/SUP-JDC-00127-2001.htm
http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2001/JDC/SUP-JDC-00128-2001.htm
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Sin embargo; a fin de garantizar una tutela judicial 

efectiva que privilegie en todo momento los derechos 

fundamentales del justiciable tutelados en el artículo 1 de la 

Constitución Federal, en correlación con el artículo 2, párrafo 

primero y artículo 26, del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos; artículo 11 párrafo primero y 24, de la 

Convención Interamericana de Derechos Humanos y el  

numeral 4 de la Constitución Local, de los numerales 

invocados se desprende que el derecho a la información que 

se solicita de los órganos de gobierno, es facultad inherente al 

ciudadano con el fin de contar con los datos necesarios para 

formar parte de la vida pública de las instituciones, y con ello 

ser partícipes de la vida democrática del país.         

 

En este contexto,  cabe apuntalar que para tener tutela 

al ejercicio del derecho de acceso a la información, 

constitucionalmente se han creado órganos garantes con la 

finalidad de tutelar dicho derecho, asimismo se han creado  

instituciones las cuales recibirán las solicitudes que hagan los 

ciudadanos en ejercicio de este derecho, se ha legislado en la 

materia  tanto en el ámbito federal, local y municipal, para 

garantizar a toda persona el acceso a la información, tan es 

así que en las mismas, se señala el procedimiento por medio 

del cual los ciudadanos tendrán acceso a ella, incluso se han 

diseñado medios de defensa para el caso de que algún 

obligado no dé respuesta ante la solicitud planteada. 

 

A mayor abundamiento no se omite señalar que  el 

Estado de Hidalgo cuenta con el Instituto de Acceso a la 

Información Pública Gubernamental, asimismo en el 

Ayuntamiento de Mineral de la Reforma, cuentan con la 

Unidad de Información Pública Gubernamental, quien dentro 

de otras funciones recibe y da trámite, a las solicitudes de 

acceso a la Información Pública Gubernamental y a las 

relativas al ejercicio de la acción de protección de datos 
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personales;  Orienta y auxilia a las personas en la elaboración 

y entrega de las solicitudes de acceso a la información; 

Realiza los trámites y gestiones para entregar la información 

solicitada y efectúa las notificaciones correspondientes; el 

domicilio de la Unidad de Información Publica 

Gubernamental donde podrán recibirse la solicitudes para 

obtener la información pública es el ubicado en Av. Hidalgo 

numero 32, Pachuquilla, Centro, Mineral de la Reforma, 

código postal 42180, y la dirección de la página electrónica es: 

transparencia@mineraldelareforma.gob.mx, la información 

anteriormente referida, se obtuvo de la página electrónica del 

Ayuntamiento de Mineral de la Reforma, Hidalgo. Por lo que 

este Órgano Jurisdiccional deja a salvo sus derechos para que 

los haga valer ante la autoridad competente y en la vía que 

corresponda. 

 

Derivado de lo anterior, a juicio de este órgano 

jurisdiccional, no existe vinculación del derecho de acceso a la 

información, que se aduce violado, con algún derecho 

político-electoral del demandante, toda vez que de los 

motivos de disenso vertidos por el Ciudadano no se 

desprende que la supuesta omisión le impida continuar con el 

ejercicio de su cargo como regidor, pues no prueba que se le  

genere una afectación personal y directa, en consecuencia no 

se advierte que con la supuesta omisión que alude el 

ciudadano mediante su escrito presentado ante este órgano 

jurisdiccional, exista una repercusión objetiva, clara, directa, 

y suficiente a sus derechos político electorales de votar, ser 

votado, de asociación en materia política  y de afiliación, 

tutelados por el juicio ciudadano, a mayor abundamiento el 

Ciudadano no acredita en qué forma se verían mermados o 

violados sus derechos a raíz de la pretendida omisión del 

presidente Municipal para entregarle diversa información 

solicitada, por lo que el motivo de agravio invocado por el 

actor,  deviene INFUNDADO, en virtud de que,  se requiere 
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la acreditación de la vinculación entre sus derechos político-

electorales del ciudadano y la aducida violación a su derecho 

fundamental de acceso a la información. 

 

Asimismo, por lo que hace a la solicitud del hoy 

justiciable de que se le garantice el acceso a la información en 

solicitudes futuras la misma deviene inatendible con base en 

los razonamientos que han quedado vertidos en líneas 

precedentes. 

 

ANÁLISIS DEL SEGUNDO AGRAVIO 

El hoy justiciable argumenta que le causa agravio la 

oposición de la responsable para integrar con pluralidad y 

equidad la Comisión de Hacienda Municipal del 

Ayuntamiento de Mineral de la Reforma, Hidalgo, y como 

consecuencia de ello, manifiesta la vulneración de su derecho 

político-electoral de ser votado;  en su vertiente de ejercicio 

del cargo de regidor, toda vez que estima que ambas 

cuestiones se encuentran estrechamente vinculadas. 

Su motivo de inconformidad carece de sustento habida 

cuenta de que la pretendida oposición que aduce el 

promovente, para la debida integración de la Comisión de 

Hacienda Municipal de Mineral de la Reforma, Hidalgo, no 

afecta ni puede afectar de manera directa e inmediata su 

derecho político-electoral de voto pasivo, en su modalidad de 

ejercicio del cargo de regidor, en virtud de que se trata de un 

acto que no trasciende más allá de la organización interna del 

Ayuntamiento Municipal.  

En este contexto, en autos obra el ocurso de fecha 7 

siete de noviembre de 2012 dos mil doce dirigido al 

Presidente Municipal de Mineral de la Reforma, a la atención 

del C. ALBERTO MONZALVO VARGAS, en su carácter de 

Síndico Hacendario y Presidente de la Comisión de Hacienda 
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Municipal, mediante el cual una fracción de los Regidores del 

referido Ayuntamiento, CC. Jorge García Montes de Oca, 

Virginia Ma. Del Carmen Amador Soto, Leonarda de la Cruz 

Sánchez y Patricia Baños Cerón, en síntesis manifiestan que 

toda vez que en sesión extraordinaria de Cabildo el 

Licenciado Andrés Cruz Reyes expresó su decisión de 

declararse independiente, renunciando y deslindándose de la 

fracción del Partido Acción Nacional, por lo que notifican que 

por decisión de dicha fracción designaron al C. Hugo Gómez 

Meneses para que, por ministerio de ley y sin votación de 

Cabildo se integre a la Comisión de Hacienda Municipal a 

partir de la fecha de recepción del citado escrito. 

 

La autoridad responsable, produjo su contestación, 

mediante el oficio número PMMR/698/2012 de fecha 9 

nueve del noviembre de 2012, manifestando lo siguiente:  

 

“Por medio del presente y en contestación a su escrito de 
fecha 7 siete de noviembre de la anualidad que corre, me 
permito hacer de su conocimiento lo siguiente: Que del 
contenido de las disposiciones establecidas en la Ley 
Orgánica Municipal, no se verifica que los regidores de una 
fracción por consenso propio y sin observar las 
disposiciones legales, estén facultados para designar la 
integración o en su caso modificación de los integrantes de 
comisiones, así como tampoco el suscrito es competente 
para conocer su petición por lo cual se les invita a hacer la 
solicitud ante la autoridad competente, toda vez que del 
contenido del artículo 61 del reglamento Interior del 
Ayuntamiento, la decisión de la fracción que componen no 
puede, por ministerio de ley determinar la integración de un 
regidor a determinada comisión…” 

 

En este orden de ideas, este órgano jurisdiccional 

considera que el motivo de disenso esgrimido por el hoy 

justiciable deviene infundado en virtud de que en autos no 

quedó demostrada la oposición atribuida al Presidente 

Municipal de Mineral de la Reforma, Hidalgo, en virtud de 

que su contestación a las manifestaciones y notificación que 

le hicieron los Regidores mencionados con antelación, se 

encuentra apegada a derecho, pues de acuerdo con la 
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legislación aplicable, la autoridad responsable, no está 

facultada para permitir el ingreso de un nuevo miembro a la 

Comisión de Hacienda Municipal, si no ha sido propuesto y 

aprobado por el Ayuntamiento; de conformidad con lo 

dispuesto en los numerales 115 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, 144 de la Constitución Política 

del Estado de Hidalgo, 59 y 60 de La Ley Orgánica Municipal 

del Estado de Hidalgo, 19 y 20 del Reglamento Interior del 

Ayuntamiento de Mineral de la Reforma, Hidalgo; mismos 

que contienen todas y cada una de las facultades del 

Presidente Municipal, en sus diferentes ámbitos de 

aplicación; sin que de las mismas se desprenda que la 

autoridad responsable esté facultada para acceder a la 

pretensión del promovente. 

 

Este Tribunal estima que el acto reclamado que se 

estudia no es susceptible de ser analizado de manera 

destacada en un juicio como el que nos ocupa, dado que el 

acto que pretende impugnarse, no afecta la esfera jurídica 

individual del actor en lo relativo a su derecho político- 

electoral de ser votado en su vertiente de ejercicio del cargo 

de Regidor; como ha quedado analizado en la contestación al 

primer agravio en donde se explica en qué consiste el referido 

derecho en la aludida modalidad, argumento que se tiene 

aquí por reproducido en obvio repeticiones inútiles. Así, la 

integración de la Comisión de Hacienda Municipal de Mineral 

de la Reforma, Hidalgo, no es un acto tutelado por el medio 

de impugnación que se hace valer pues es importante 

destacar que el Juicio de Protección de los derechos políticos 

del ciudadano requiere que exista un interés propio respecto 

del acto que se está reclamando, es decir que exista una 

afectación real y directa a la esfera jurídica de quien lo 

promueva, y en este caso una afectación que no permita al 

promovente el ejercicio de su cargo, pues de ser así, se estaría 

vulnerando su derecho político-electoral  del voto pasivo en 
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su vertiente de ejercicio del cargo de Regidor. Sin embargo, 

en el caso específico, no existe tal afectación, sino cuestiones 

relativas a la esfera jurídica de terceras personas y relativas a 

actos que son propios de la organización administrativa 

interna del Ayuntamiento en cita. 

 

A mayor abundamiento cabe señalar que de 

conformidad con los artículos 60 y 61 del Reglamento Interior 

del Ayuntamiento de Mineral de la Reforma, Hidalgo, las 

comisiones funcionarán con base en la Ley Orgánica 

Municipal del Estado y el Reglamento Interior del 

Ayuntamiento, además las comisiones establecidas, podrán 

ser modificadas en su número y composición, en cualquier 

momento, por aprobación de la mayoría de los integrantes del 

Ayuntamiento. 

 

En consecuencia, de lo anterior se deduce que es el 

Ayuntamiento en general quien tiene las facultades de 

modificar la composición de las diversas comisiones 

existentes dentro del municipio, y siendo así, la supuesta 

oposición del presidente municipal de Mineral de la Reforma 

no existe, pues como bien lo refiere en su oficio de 

contestación, no es la autoridad facultada para atender a la 

petición del promovente.   

Más aún el artículo 115 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos dispone que los Estados 

adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno 

republicano, representativo, popular, teniendo como base de 

su división territorial y de su organización política y 

administrativa el Municipio Libre. 

Así, conforme a las bases dadas por el propio precepto, 

cada Municipio es gobernado por un Ayuntamiento de 

elección popular directa, integrado por un Presidente 

Municipal y por los regidores y síndicos que la ley determine. 



TEH-JDC-003/2013 
 

 

30 
 

La competencia que esta Constitución otorga al gobierno 

municipal se ejercerá por el Ayuntamiento de manera 

exclusiva y no habrá autoridad intermedia alguna entre éste y 

el gobierno del Estado. 

El carácter de órgano de gobierno del Ayuntamiento 

está relacionado con la existencia de un ámbito de 

atribuciones municipales exclusivas que implica el 

reconocimiento de una potestad de auto organización, por 

virtud de la cual, el Ayuntamiento tiene facultad para 

determinar, en casos específicos algunos procedimientos que 

garanticen el adecuado funcionamiento de la administración 

municipal. 

Sobre esta base, el Cabildo, al constituirse como órgano 

colegiado, se materializa en una auténtica instancia de 

gobierno en la que se concentra la participación de los 

individuos representados de un municipio, por lo que el 

legislador determinó que las decisiones que correspondan al 

Ayuntamiento, se adopten por la mayoría de sus integrantes, 

sin perjuicio de la expresión de opinión de quienes disientan. 

En este contexto, cuando la temática se relacione única 

y exclusivamente con la forma o alcances del ejercicio de la 

función pública, no como obstáculo al ejercicio del encargo, 

sino como un aspecto que derive de la vida orgánica del 

Ayuntamiento se debe considerar que ello escapa al ámbito 

del Derecho Electoral por incidir únicamente en el del 

Derecho Municipal. 

Sirve para robustecer este criterio la jurisprudencia 

número 6/2011, publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y 

Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación, Año 4, Número 8, 2011, páginas 11 

y 12, cuyo rubro y texto es el siguiente: 
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“AYUNTAMIENTOS. LOS ACTOS RELATIVOS A SU 
ORGANIZACIÓN NO SON IMPUGNABLES EN EL 
JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS 
POLITICO ELECTORALES DEL CIUDADANO De la 
interpretación sistemática y funcional de los artículos 35, 
fracción II; 36, fracción IV; 39, 41, primer párrafo; 99, 
fracción V; 115 y 116, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 9, párrafo 3; 79, párrafo 1, y 84, 
párrafo 1, de la Ley General del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electoral, se advierte que los actos 
relativos a la organización de los Ayuntamientos que no 
constituyan obstáculo para el ejercicio del cargo, no pueden 
ser objeto de control mediante el juicio para la protección de 
los derechos político-electorales del ciudadano, ya que son 
actos estrictamente relacionados con la auto organización 
de la autoridad administrativa municipal, por lo que, la 
materia no se relaciona con el ámbito electoral. 
 
Cuarta Época 
 
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del 
ciudadano. SUP-JDC-67/2010.—Actora: Araceli Ángeles Moraila 
Martínez.—Responsable: Inte-grantes del Ayuntamiento de Uruapan, 
Michoacán.—28 de abril de 2010.—Mayoría de cuatro votos.—Ponente: 
José Alejandro Luna Ramos.—Disidentes: Flavio Galván Rivera y 
Manuel González Oropeza.—Secretario: Juan Carlos López Penagos.  
 
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del 
ciudadano. SUP-JDC-68/2010.—Actora: Ma. Teresa Gutiérrez 
Bojórquez.—Responsable: Integrantes del Ayuntamiento de Uruapan, 
Michoacán.—28 de abril de 2010.—Mayoría de cuatro votos.—Ponente: 
José Alejandro Luna Ramos.—Disidentes: Flavio Galván Rivera y 
Manuel González Oropeza.—Secretario: Juan Carlos López Penagos.  
 
Juicio para la protección de los derechos político-electorales del 
ciudadano. SUP-JDC-25/2010.—Actor: Jaime Sánchez Rodríguez.—
Responsables: Presidente Municipal del Ayuntamiento de Rayón, 
Chiapas y otros.—29 de abril de 2010.—Mayoría de cinco votos.—
Ponente: María del Carmen Alanis Figueroa.—Disidentes: Flavio 
Galván Rivera y Manuel González Oropeza.—Secretario: Alejandro 
David Avante Juárez.  
La Sala Superior en sesión pública celebrada el diecinueve de abril de 
dos mil once, aprobó por unanimidad de cinco votos la jurisprudencia 
que antecede y la declaró formalmente obligatoria.”  

 

Asimismo, respecto de su pretensión de que el 

Presidente Municipal señalado como autoridad responsable 

debió incluir en orden del día de la siguiente sesión del 

Ayuntamiento la propuesta relativa a la modificación de la 

integración de la multicitada comisión y que debió observar lo 

dispuesto por los artículos 70 de la Ley Orgánica Municipal y 

61 del reglamento interior del Ayuntamiento de Mineral de la 

Reforma, Hidalgo. Tal argumento resulta también carente de 

sustento y debe estarse a lo resuelto en la presente sentencia 

respecto de que se trata de actos internos del Ayuntamiento 

http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2010/JDC/SUP-JDC-00067-2010.htm
http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2010/JDC/SUP-JDC-00068-2010.htm
http://portal.te.gob.mx/colecciones/sentencias/html/SUP/2010/JDC/SUP-JDC-00025-2010.htm
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respectivo, que no son susceptibles de tutelarse en el medio 

de impugnación que se hace valer. 

De las consideraciones vertidas, es factible establecer,  

cuando en un juicio para la protección de los derechos 

político-electorales del ciudadano se precise como acto 

reclamado una determinación adoptada por los integrantes 

de un Ayuntamiento vinculada con la forma o alcances del 

ejercicio de la función pública, no como obstáculo al ejercicio 

del encargo, sino como un aspecto que derive de la vida 

orgánica del mismo, se debe considerar que ello escapa al 

ámbito del Derecho Electoral por incidir únicamente en el del 

Derecho Municipal y, en consecuencia, como en el presente 

caso el acto impugnado no guarda relación con derecho 

político electoral alguno, ni vulnera de manera individual y 

directa la esfera jurídica del actor, sino que se trata de actos 

relacionados meramente con la vida orgánica del 

ayuntamiento, es por ello que se declara INFUNDADO el 

agravio hecho valer por el ciudadano Jorge García Montes de 

Oca. 

En este orden de ideas, con base en los razonamientos 

lógico jurídicos expuestos, se declaran INFUNDADOS los 

agravios esgrimidos por el hoy justiciable Jorge García 

Montes de Oca. Por ende, se dejan a salvo sus derechos, para 

que los haga valer en la vía y forma que legalmente 

corresponda, respecto de las solicitudes de información 

requerida. 

 

Por lo expuesto, y con fundamento en los artículos 9, 

segundo párrafo y 99, apartado C, fracción III, de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Hidalgo; 

1, 2, 3, 15, 17, 18, 19, 23, 25, 85 y 87 de la Ley Estatal de 

Medios de Impugnación en Materia Electoral; así como, 101, 

fracción I, 104, fracción V, 106, fracción X y 109, fracción I, de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Hidalgo, se: 
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R E S U E L V E: 

 

PRIMERO.- Este Tribunal Electoral del Poder Judicial 

del Estado de Hidalgo, ha sido y es competente para conocer, 

tramitar y resolver el presente Juicio para la Protección de los 

Derechos Político-Electorales del Ciudadano, promovido por 

Jorge García Montes de Oca. 

 

 

SEGUNDO.- En virtud de los razonamientos lógico-

jurídicos expuestos, en la parte considerativa de la presente 

resolución, se declaran INFUNDADOS los agravios  

formulados por el ciudadano Jorge García Montes de Oca. 

 

 

TERCERO.- Se dejan a salvo los derechos del hoy 

justiciable ciudadano JORGE GARCÍA MONTES DE 

OCA; en los términos vertidos en la parte considerativa de la 

presente resolución.  

 

 

CUARTO. Notifíquese a las partes, de conformidad con 

lo dispuesto por los artículos 28, 34 y 35 de la Ley Estatal de 

Medios de Impugnación en Materia Electoral del Estado de 

Hidalgo; asimismo, hágase del conocimiento público en el 

portal web de este órgano jurisdiccional. 

 

 

Así lo resolvieron y firmaron por unanimidad de votos 

los Magistrados integrantes del Tribunal Electoral del Estado 

de Hidalgo, Magistrado Alejandro Habib Nicolás, Magistrado 

Ricardo César González Baños y Magistrado Fabián 

Hernández García; siendo ponente el último de los 



TEH-JDC-003/2013 
 

 

34 
 

mencionados, quienes actúan con Secretario General 

Licenciado Javier Ramiro Lara Salinas, que autentica y da fe. 


